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R-DCA-519-2006

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Contratación Administrativa. San José, a las ocho horas con quince minutos del seis de octubre de dos mil seis.-

Recursos de Apelación interpuestos por Componentes El Orbe S. A. y Importaciones Office de Costa Rica, Office C.R. S. A. en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública N° 2006LN000005 promovida por la Universidad Nacional, para la compra de equipo de cómputo,  recaído a favor de Computacional Modular Avanzada S. A., por un monto de US$549.000,00.----

RESULTANDO

I.- Componentes El Orbe S. A. y Importaciones Office de Costa Rica, Office C.R. S. A. impugnaron en contra del acto de adjudicación por cuanto consideran indebida la exclusión de sus ofertas por no haber aportado el certificado de la EPA para los monitores ofrecidos por sus representadas.-------------------------------------------------------------------------------------------------------

II.- Mediante auto de las 14:00 horas del 9 de agosto de 2006, se confirió audiencia inicial a la Administración y a la adjudicataria, las cuales manifestaron su total oposición con los alegatos referidos en su contra y solicitaron el rechazo de los recursos incoados.-----------------------------------

III.-Mediante auto de las 9:45 horas del 19 de setiembre de 2006, se confirió audiencia final, audiencia que fue contestada por todas las partes.-------------------------------------------------------------

IV.- La presente resolución se dicta dentro del término de ley, habiéndose observado durante su trámite las prescripciones legales y reglamentarias pertinentes.---------------------------------------------

CONSIDERANDO

I.-Hechos probados: Para la resolución del presente asunto se tienen por demostrados los siguientes hechos: 1) Que la Universidad Nacional promovió la Licitación Pública 2006LN000005 para la compra de equipo de cómputo (véase La Gaceta 56 del 20 de marzo de 2006).  2) Que en este concurso participaron, entre otras, las empresas Componentes El Orbe S. A.; Importaciones Office de Costa Rica, Office C.R. S. A. y Computacional Modular Avanzada S. A. (véanse las plicas presentadas en expediente administrativo de la licitación).  3) Que la referida licitación fue adjudicada a favor de Computacional Modular Avanzada S. A., por un monto de US$549.000,00 (véase acuerdo de adjudicación publicado en La Gaceta 129 de 5 de julio de 2006).  4) Que el recurso de apelación interpuesto por Office de Costa Rica, Office C.R. S.A., fue el 28 de julio de 2006 a las 2:56 p.m. (ver razón de recibo al folio A40 del expediente de apelación.  5) Que el recurso de apelación de Componentes El Orbe S. A., fue presentado el 14 de julio de 2006 a las 2:50 p.m. y la fundamentación del mismo el 28 de julio de 2006 a las 2:55 p.m. (véanse folios A1 y A10 del expediente administrativo).  6) Que el cartel dispuso, entre otras cosas, lo siguiente: “500 (QUINIENTAS) MICROCOMPUTADORAS CON LAS SIGUIENTES CARACTERÍSTICAS COMO MÍNIMO: […] 3. Monitor 3.1 SVGA a color (de la misma marca del CPU), tipo CRT.” (véase folio 6 del expediente administrativo). 7) Que el cartel también estableció: “SECCIÓN III: CONDICIONES ESPECIALES: 1. Todas las especificaciones de configuración y calidad de los equipos indicados en este documento son los mínimos requeridos. El oferente puede ampliar especificaciones o configuraciones que excedan los requerimientos mínimos” (véase folio 8 del expediente administrativo).  8) Que en la misma Sección III del pliego, se señala también: “8. Igual los equipos ofrecidos deben estar certificados por la norma UL (Underwriters Laboratories Inc.) y los monitores ofrecidos deben cumplir con la norma Energy Star. Para el cumplimiento de este punto debe quedar expresamente mencionado en la oferta y la administración se reserva la potestad de verificar esa información en Internet” (véase folio 9 del expediente administrativo). 9) Que el acto de apertura del presente concurso fue a las 10:00 horas del 15 de mayo de 2006 (ver La Gaceta 85, del 4 de mayo de 2006, folio D4, expediente de apelación).-----------------------------------------------------------------------------------------------------------

II.-Sobre la legitimación y el fondo: De previo a cualquier otra consideración, corresponde analizar los fundamentos de los recursos interpuestos, con el fin de determinar si el acto de adjudicación dictado padece algún vicio que justifique su anulación y así concluir si a alguna de las apelantes le asiste posibilidad de resultar favorecida con una eventual readjudicación de este negocio. 1) Interposición del recurso de apelación: La apelante Importaciones Office de Costa Rica señala que la cuenta del plazo para apelar se aplica a partir del 17 de julio, por cuanto hasta ese día pudo acceder al expediente y conocer por qué se descalificó su oferta, toda vez que hasta ese día reabrieron las oficinas de la Universidad luego de vacaciones de medio periodo. Sustenta su actuación en la Resolución RC-071-2000 del 9 de marzo de 2000, en la cual se señala que si el administrado hubiera tenido que realizar alguna gestión ante esta Contraloría General, se hubiera visto imposibilitado por encontrarse el personal de vacaciones, lo cual causaría perjuicio, razón por la cual se señala que esos días no laborados no se pueden considerar días hábiles, por lo que no deben tomarse en cuenta para efectos computar el plazo para interposición del recurso de apelación. La Administración no se refirió sobre el particular.  La adjudicataria alegó que el recurso de apelación interpuesto por Office de Costa Rica resulta extemporáneo al presentarse fuera del plazo establecido por la ley.  Destaca que el acto de adjudicación fue publicado en La Gaceta 129 del 5 julio de 2006, lo que significa que la apelación contra dicho acto debió interponerse ante la Contraloría General a más tardar el 19 de julio del presente año, día en que vencieron los diez días hábiles siguientes a aquel en que se publicó el respectivo acto de adjudicación.  Pese a lo anterior, el recurso fue interpuesto por dicha apelante hasta el 28 de julio del año en curso, o sea, el décimo octavo día hábil siguiente al de la publicación en La Gaceta del referido aviso de adjudicación. Criterio para resolver: Sobre el particular, valga aclarar que el artículo 84 de la Ley de Contratación Administrativa establece que el recurso de apelación se debe interponer ante esta Contraloría General “dentro de los diez días hábiles siguientes a la comunicación del acuerdo de adjudicación”, plazo que por ser de ley no puede ampliarse, ni esta Contraloría tiene facultad alguna para prorrogarlo.  Por tanto, todo recurrente, en forma categórica, debe sujetarse a interponer su recurso en los diez días hábiles siguientes al día de la publicación de adjudicación.   La cita de la resolución RC-071-2000 del 9 de marzo de 2000 que cita el recurrente no ampara su proceder por cuanto este Despacho ha dimensionado que cuando nuestras oficinas se encuentren cerradas por motivo de vacaciones, no pueden correr el plazo para recurrir, por cuanto existe una imposibilidad real de presentarlo y, en esos casos, el plazo para interponer un recurso de apelación se computa en función del órgano llamado a resolverlo, dado que una interpretación distinta implicaría dejar en estado de indefensión al potencial recurrente y de ese modo, hacer nugatorio su derecho de apelación.  En realidad si se aprecia, en el fondo no se está confiriendo una extensión al plazo establecido por ley, aspecto que, como ya vimos, no es permitido y sobre lo cual somos contestes; antes bien, lo que sucede es que si estuviesen cerradas por vacaciones las oficinas existe imposibilidad de que un administrado consiga su cometido y, por ello, los días hábiles para interponer el recurso, son los días hábiles de esta Contraloría General, lo cual guarda una interpretación coherente y razonable con lo que establece la Ley de Contratación Administrativa en cuanto a que el plazo para apelar está dado en días hábiles.  De acuerdo con lo anterior, la jurisprudencia utilizada por la apelante para justificar la presentación de su recurso hasta el 28 de julio (hecho probado 4), bajo el alegato de no tener acceso al expediente administrativo, no guarda relación con la situación fáctica cobijada con la resolución citada, toda vez que las oficinas que estuvieron cerradas por motivo de vacaciones de medio año fueron las de la Administración licitante, no así las de este Despacho por lo que su obligación era presentar su recurso de apelación al décimo día hábil a partir de la publicación del acto administrativo, o sea, el 19 de julio y no siete días después de haber fenecido el plazo para apelar. Distinta situación es la invocada por la otra apelante, Componente El Orbe S. A., toda vez que ésta, aduciendo el mismo impedimento de acceso al expediente, acudió ante este órgano contralor en tiempo a interponer su recurso de inconformidad con el acto de adjudicación el 14 de julio y, presentó fundamentación el día 28 de julio (hecho probado 5).  Como vemos, esa actuación no implica una prórroga del plazo legal, sino una posibilidad de fundamentar alegatos presentados en tiempo, por impedimento de acceso al expediente administrativo, impedimento que es además relativo, visto que el acto de adjudicación no sorprende a las partes, las cuales en muchas ocasiones tienen acceso a él a lo largo del procedimiento, conforme debería constar en los registros que habilite la Administración de esa consulta, y además, por que una vez abiertas las oficinas de la Universidad, es factible acudir con el fin de informarse más ampliamente sobre los motivos que conllevaron a la descalificación de su oferta y el por qué la adjudicación recayó a favor de otra firma.   En el caso del recurso de Importaciones Office de Costa Rica éste se presentó en forma extemporánea, de modo que se tiene por indebidamente el recurso en esta Contraloría, y conforme a lo previsto por el numeral 86, de la Ley de Contratación Administrativa, así procede declararlo y restarle cualquier legitimación, para resultar legítimamente beneficiada de una readjudicación del negocio, lo cual, además se refuerza porque aún de ser admisible ese recurso, no llevaría razón en su alegato de fondo.  2) Norma Energy Star: Las apelantes, no obstante la ya confirmada falta de legitimación de la empresa Importaciones Office de Costa Rica pero a mayor abundamiento, cuestionan la exclusión de sus ofertas toda vez que la Administración consideró que ninguna de las dos firmas lograron acreditar que los monitores ofrecidos cumplían fielmente con los requerimientos de las normas EPA.  Ambas sostienen que sus monitores sí cumplen con dichas disposiciones.  La Administración refiere que el cartel de la licitación expresamente señaló que los oferentes decidieran sobre la posibilidad de ofrecer equipos superiores a los que se señalaban en las especificaciones técnicas en razón de que éstas hacen referencia a un mínimo de las configuraciones solicitados, situación que afirma es cumplida a cabalidad por la oferta adjudicataria.  En otro orden, señala que si bien es cierto el cartel requería la manifestación del oferente de que cumplía con la citada norma, en ningún momento se solicitó certificación de la EPA, también es cierto que la Administración se reservó la potestad de verificar el cumplimiento del equipo con dicha norma por medio de Internet.  Indica que esa Administración, luego de indagar, concluyó que a partir de enero de este año, según se indicó en el análisis técnico, los requerimientos para la aprobación de la norma Energy Star se han modificado y únicamente están cumpliendo en la actualidad los monitores TFT y LCD.  Aduce que la verificación de acreditación ha hizo en la página Web de EPA en la cual confirmó que los monitores ofrecidos por las dos apelantes no cumplen con la norma Energy Star.  La adjudicataria adujo que la Administración logró comprobar, por los medios al efecto establecidos por el cartel, que los equipos cotizados por las apelantes no cumplen con una determinada exigencia técnica requerida en el cartel.  Manifiesta que la Administración se reservó el derecho de verificar lo afirmado en las ofertas vía Internet, pues es conocido que la EPA publica en su sitio de Internet los listados de los equipos que cumplen con su normativa, de modo que aquellos que no aparecen en esa lista, es porque no cumplen con la norma Energy Star.  Afirma que su caso, la Administración pudo verificar físicamente que sus equipos incorporan el logotipo de Energy Star lo que acredita el cumplimiento con dicha normativa, en tanto la muestra del monitor de Componentes El Orbe carece de aquel logotipo, lo cual descalifica la oferta de esta empresa.  Criterio para resolver:  Ante la situación que se discute, se hace necesario remitirnos a lo establecido en el cartel de la licitación. Sobre el punto del requerimiento referido a las normas de EPA, el cartel fue suficientemente claro en establecer que, en cuanto a los monitores, éstos debían cumplir con la norma Energy Star y que para su cumplimiento debía expresarse así en la oferta, no obstante, la Administración se reservó la potestad de verificar, vía Internet, esa información (hecho probado 8).  Como vemos, la norma fue aceptada por todos los participantes toda vez que no consta recurso de objeción ante dicha disposición, razón por la cual debía ser cumplida a satisfacción por todos.  Así las cosas, la Administración, haciendo uso del derecho que se reservó para corroborar la información suministrada en las ofertas sobre el cumplimiento de los monitores ofrecidos con la norma Energy Star, acudió a la página de la EPA, que es el organismo regulador en esta materia y constató que los monitores ofrecidos por las dos apelantes no se encontraban dentro de la lista que publica ese organismo sobre el particular, a diferencia de los monitores ofrecidos por la adjudicataria que sí cumplieron a satisfacción con el requerimiento.  En el presente caso, adquiere suma relevancia el hecho de que el concurso se promovió en el presente año (hecho probado 1) por cuanto la EPA varió sus requisitos de acreditación para el cumplimiento de la norma Energy Star haciéndolos más rigurosos para el presente año, aspecto que se refleja en la lista de empresas que publica en su página Web.  La información suministrada por las recurrentes en cuanto al cumplimiento con EPA, está referida al año 2005 y, aún con su recurso, los apelantes han omitido aportar documentación que demuestre que los monitores cumplen a satisfacción con la exigencia cartelaria en el momento de la apertura de ofertas.  Por lo anterior, se confirma su incumplimiento y, no obstante, que las recurrentes afirman lo contrario, no han sustentado su dicho con prueba calificada que respalde su afirmación.  Conviene destacar que tanto la adjudicataria como otra oferente que no apeló, cotizaron monitores que sí cumplen con las exigencias de EPA al momento de la apertura de ofertas (hecho probado 6).   Si observamos que el cartel pidió cumplir con normas EPA y además, permitió ampliar las especificaciones o configuraciones (hecho probado 7), ese detalle no fue igualmente considerado por las apelantes que no se percataron que los monitores cotizados por ellos al momento de presentar su propuesta ya no cumplían con las nuevas exigencias de EPA para el año 2006, lo cual fue el motivo para la debida exclusión de sus ofertas.  Además, no desconoce este Despacho que si la apertura se dio a las 10:00 horas del 15 de mayo de 2006 (ver hecho probado 9), ya para esa fecha habían transcurrido cinco meses desde la entrada en vigencia de unas nuevas normas EPA, y –suponemos- las recurrentes, como empresas activas en el mercado se mantienen al día- y no podían desconocer ese hecho; además de que la publicación de esos nuevos parámetros de cumplimiento podría tener una clara incidencia en la cotización económica dado que cuando los equipos se desactualizan tecnológicamente ello incide en su precio.  En conclusión, procede declarar sus recursos sin lugar y, en su lugar, confirmar el acto venido a examen.-----------------------

POR TANTO
De conformidad con lo expuesto, y lo dispuesto en los artículos 1, 34 y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República Nº 7428 de 7 de setiembre de 1994; 4, 5, 10, 85, 86, 88, 89 y 90 de la Ley de la Contratación Administrativa; 4, 5, 12, 49.2, 56.2, 56.4, 91, 92, 99 y 100 del Reglamento General de Contratación Administrativa, se resuelve: 1) Declarar sin lugar, por falta de legitimación, los recursos de apelación interpuestos por Importaciones Office de Costa Rica, Office C.R. S. A. y Componentes El Orbe S. A. en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública 2006LN000005 promovida por la Universidad Nacional, para la compra de equipo de cómputo, recaído a favor de Computacional Modular Avanzada S. A.; 2) Se confirma el acto de adjudicación; 3) De conformidad con lo previsto por el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa, se da por agotada la vía administrativa.-------------------------------------
NOTIFÍQUESE.---------------------------------------------------------------------------------------------------
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